Expediente AR-42/2012
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por D. XXXXX contra la entidad mercantil “XXXXX”, sobre impugnación del acuerdo de la Asamblea General de fecha 11 de septiembre de 2011.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 25 de octubre de 2011 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX, en la que reclamaba la impugnación del acuerdo adoptado en la Asamblea General de fecha 11 de septiembre de 2011, por el que se ratificaba la liquidación de las cantidades a reembolsar como consecuencia de su baja como socio de la entidad cooperativa de referencia, efectuada por el Consejo Rector el 14 de julio de 2011 
SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma a la cooperativa afectada, procediendo a su contestación con fecha 28 de febrero de 2012, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían. 
TERCERO: Las partes interesadas en el presente procedimiento fueron convocadas para celebrar el 3 de mayo de 2012 la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa. 

Compareció el demandante personalmente, otorgando representación en ese instante al Letrado D. XXXXX, cuyos demás datos constan en un procedimiento arbitral anterior, concretamente en el número 32/2011, del que precisamente deriva el que nos ocupa; por parte de la cooperativa compareció la Letrada XXXXX, adscrita al Ilustre Colegio de Abogados de Toledo con el número XXXX, acreditando su capacidad en ese acto con la aportación de poder general para pleitos autorizado por el notario de Toledo, XXXXX, el 26 de mayo de 2011 con el número XXXX de su protocolo.  

En la referida comparecencia el demandante procedió a ratificar íntegramente el contenido de la solicitud de arbitraje, reiterando que la misma se fundamenta exclusivamente en su disconformidad con el importe deducido en concepto de indemnización por incumplimiento del plazo de preaviso, que asciende a 4290,95 €. En la citada comparecencia la cooperativa ratificó asimismo de forma íntegra su escrito de contestación; por otra parte, en este mismo acto –y ello es un dato fundamental para la resolución del presente procedimiento- la representante de la entidad demandada reconoció expresamente que el solicitante de arbitraje había abonado en su día los gastos generales de la campaña de 2009, adverando los documentos que acompañaban a la demanda con los números 10 y 11 y que se corresponden con los recibos XXX y XXX 
En consecuencia, de lo visto hasta ahora puede afirmarse que la cuestión litigiosa quedó perfectamente concretada en la determinación de si es o no ajustado a derecho descontar de la liquidación practicada al solicitante de arbitraje la cantidad de 4290,95 € por el concepto indicado anteriormente.

Por otra parte, respecto de la proposición de prueba y su admisión hay que decir que, si bien la entidad cooperativa propuso mediante nota instructa tres medios de prueba, al primero de ellos (Interrogatorio del demandante) renunció por ser el mismo irrelevante una vez fijados los términos de la cuestión litigiosa, su carácter eminentemente jurídico y no concurrir discrepancia alguna en relación con los hechos a dirimir, al centrarse la controversia únicamente en el análisis e interpretación de los preceptos legales y estatutarios aplicables al caso; el segundo (Documental obrante en el expediente) fue admitido y declarado procedente; y, por último, respecto del tercer medio de prueba (“Testifical”, consistente en que compareciera D. XXXXX como persona que redactó el documento de liquidación que nos ocupa), no se consideró necesaria su práctica atendiendo a los mismos motivos que desaconsejaron el interrogatorio del demandante.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 144 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, desarrollando el precepto citado anteriormente, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 
SEGUNDO: Para resolver el presente procedimiento es ineludible traer a colación uno anterior, concretamente el 32/2011, que enfrentó a las mismas partes personadas y en el que quedaron fijados los siguientes puntos:
· En primer lugar, la fecha en la que se produjo la baja voluntaria como socio del solicitante de arbitraje fue el 11 de diciembre de 2009, debiéndose tomar el ejercicio contable 2009 como referencia para el cálculo de las cantidades a reembolsar.

· En segundo lugar, la baja del socio quedó calificada en aquél procedimiento arbitral como injustificada.

· Y, en tercer y último lugar, se fijó el día 11 de junio de 2010 como fecha en la que dio comienzo el plazo para proceder al reembolso de las cantidades que pudieran corresponder.

Los elementos anteriores son los que motivaron que, por parte del Consejo Rector de la cooperativa, se procediera al cálculo y liquidación de las cantidades que correspondía reembolsar como consecuencia de la baja del solicitante de arbitraje –calificada como injustificada-. Y es precisamente en esta liquidación en donde se produce la discrepancia que motiva el presente procedimiento arbitral y, más concretamente, en la inclusión en el apartado “Deducciones” de una partida identificada como “indemnización por incumplimiento del plazo de preaviso” por un importe que asciende a 4290,95 €. 
TERCERO: En relación con el régimen jurídico a tener en cuenta para resolver el presente procedimiento habría que decir que, como la baja se produjo con efectos de 11 de diciembre de 2009, son aplicables los preceptos incluidos en la Ley 20/2002, de 14 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, texto que permanecía en vigor en aquella fecha. Por tanto, para poder determinar los conceptos a deducir de la cantidad que corresponde reembolsarle al socio que, de forma injustificada, decide no formar parte de la cooperativa, es necesario tener presente lo dispuesto en los artículos 30 y 61 de la Ley 20/2002, así como los artículos 12 y 54 de los estatutos sociales.

El artículo 30.4 de la Ley dispone expresamente que, en los supuestos de bajas en las que no se respete el plazo de preaviso, se podrá exigir al socio el cumplimiento de las actividades y servicios cooperativos a los que estaba obligado y, siempre que asimismo esté previsto en los estatutos, la correspondiente indemnización de daños y perjuicios. En relación con lo anterior, el artículo 61 añade que, en el reembolso de las aportaciones, se deducirán –en los supuestos de bajas injustificadas, se entiende- en primer lugar las pérdidas imputables al socio; en segundo lugar las sanciones económicas impuestas al socio que no estuvieran satisfechas; en tercer lugar las obligaciones de pago que el socio tenga pendientes derivadas de su participación en la actividad cooperativizada; y por último, en cuarto lugar, se podrá establecer una deducción del 20% de las aportaciones obligatorias.


Por su parte, el artículo 12 de los estatutos sociales de la entidad cooperativa de referencia dispone que, en los supuestos de baja injustificada, además de las deducciones establecidas en el artículo 54 (pérdidas imputables, sanciones económicas y el 20% sobre el valor acreditado de las aportaciones obligatorias al capital social suscritas por el socio), se podrá exigir al socio el cumplimiento de las actividades y servicios cooperativizados a que se hubiera obligado y una indemnización de daños y perjuicios consistente en el pago de la parte proporcional de gastos generales que le hubiera podido corresponder hasta la finalización del compromiso de permanencia, incrementados en un 10%, que se calcularán conforme a la actividad cooperativizada comprometida por el socio con la cooperativa (cupo).

De la lectura de los preceptos estudiados puede extraerse como primera conclusión que, en contra de lo afirmado por el solicitante de arbitraje, los estatutos de la cooperativa sí prevén la posibilidad de deducir de la cantidad a reembolsar el importe de una indemnización de daños y perjuicios adicional a la que pueda exigirse por el cumplimiento de las obligaciones asumidas por el socio hasta el momento de su baja (es decir, estaríamos hablando de una indemnización distinta del pago de los gastos generales). Por tanto, nos encontramos ante dos cantidades diferentes a deducir del reembolso, aunque la segunda de ellas sólo en determinados supuestos (más adelante analizaremos si es posible en el que nos ocupa):

· En primer lugar, la deducción por gastos generales que debe asumir el socio en su condición de tal hasta el momento de efectos de su baja.

· En segundo lugar, una cantidad en concepto de daños y perjuicios que consistirá en la parte proporcional de los gastos generales que deba asumir el socio hasta cumplir con su compromiso de permanencia, incrementada en un 10%.
Por tanto, el acuerdo adoptado por el Consejo Rector, ratificado posteriormente por la Asamblea General, no puede declararse nulo de pleno derecho al no existir vulneración de lo dispuesto en el artículo 30.4 de la Ley. Tal y como hemos visto, al contemplar los propios estatutos la posibilidad de exigir una indemnización de daños y perjuicios en el caso de bajas injustificadas si concurren, además, determinadas circunstancias, no puede hablarse en verdad de un verdadero incumplimiento legal que motivaría la nulidad del acuerdo impugnado. 
No obstante lo anterior, lo que cabe plantearse es si esa indemnización es posible exigirla en el presente caso, toda vez que la misma depende del periodo que reste al socio para cumplir con su compromiso de permanencia. Y la respuesta a la cuestión anterior debe ser necesariamente negativa al no constar elemento probatorio alguno que acredite, ni en este expediente ni el precitado procedimiento arbitral 32/2011, que ese plazo de permanencia no ha sido respetado por el socio solicitante de arbitraje. Por consiguiente, al no existir la referida acreditación, debe interpretarse que los plazos establecidos en el artículo 8.3 de los Estatutos han sido cumplidos y, por consiguiente, no procede aplicar la indemnización que nos ocupa.
CUARTO: Descartando la declaración de nulidad del acuerdo impugnado al no infringir lo previsto en la Ley de Cooperativas 20/2002, conviene analizar si el mismo puede ser declarado anulable, es decir, si vulnera alguno de los preceptos estatutarios de aplicación.

Los artículos 12 y 54 de los estatutos sociales son muy claros a la hora de terminar los importes que procede deducir de la cantidad a reembolsar al socio por su baja injustificada. Dicha cantidad debe partir, en primer lugar, del valor acreditado de las aportaciones suscritas, de donde se irán descontando las partidas enumeradas en el artículo 54 de los estatutos (relacionadas asimismo en el fundamento de derecho anterior y que, por su trascendencia a la hora de resolver el presente contencioso, resulta aconsejable reiterar): 
· En primer lugar, de conformidad con lo previsto en el artículo 12, cabe deducir los gastos generales del ejercicio económico en que se haya producido la baja, calculados en función del “cupo” suscrito por el socio, es decir, de la actividad cooperativizada comprometida.

· En segundo lugar cabría deducir las pérdidas imputables asimismo al socio y reflejadas en el balance del ejercicio en el que se produzca la baja.

· En  tercer lugar pueden ser objeto de deducción las sanciones que no se encuentren satisfechas, así como aquellas obligaciones de cualquier naturaleza que el socio tenga pendiente con la cooperativa.

· Por último, un 20% de las aportaciones obligatorias al capital social.

Y llegados a este punto, tras analizar el contenido de la liquidación practicada por el Consejo Rector, es obligado estimar la pretensión del solicitante de arbitraje. La deducción practicada bajo el concepto “indemnización por incumplimiento del plazo de preaviso” sólo puede corresponderse con el pago de los gastos generales del ejercicio económico en que se produce la solicitud de baja, todo ello atendiendo a la Nota explicativa nº 3 que recoge la propia liquidación y, sobre todo, al tenor literal del precitado artículo 12.1 de los estatutos. Así, no parece que este último precepto establezca la exigibilidad de una indemnización de daños y perjuicios adicional a la ordinaria asunción del coste de los gastos generales por parte de todo socio. De hecho, la palabra indemnización no se utiliza en ningún momento al referirse a esta deducción, sino que más bien lo que parece estar determinando es una consecuencia al incumplimiento del plazo de preaviso en caso de baja voluntaria, ya se produzca la misma –por poner un ejemplo- en el mes de febrero del año en cuestión o en el mes de diciembre.  

En opinión del árbitro que suscribe el presente Laudo, es evidente que el artículo 12.1 de los Estatutos Sociales establece una consecuencia negativa en los supuestos en los que no se respete el preceptivo plazo de preaviso, como no podía ser de otra forma. Pero la misma no consiste en el pago de una indemnización de daños y perjuicios (si así fuera vendría recogido en el precepto de forma expresa), sino en la necesidad de que el socio que decide no seguir formando parte de la cooperativa -y no lo avisa con la suficiente antelación- deba soportar el pago de los gastos generales del ejercicio económico en el que se produzca la solicitud de baja, con independencia del mes en el que tal baja ocurra (por ejemplo, si se produjera en enero el socio debería asumir el pago de los gastos generales que se originen durante todo el ejercicio económico, con independencia de que la baja se hubiera solicitado en el primer mes del año). Esa es la “penalización” que establece el artículo 12 de los Estatutos, y es la única que puede aplicarse en el presente caso al quedar vedada la posibilidad de una indemnización de daños y perjuicios por no constar incumplido el compromiso de permanencia del socio, requisito necesario para ello.
No obstante lo anterior, hay que tener en cuenta que en el presente caso concurre una circunstancia añadida: la cooperativa ha admitido durante la tramitación del procedimiento arbitral que el solicitante de arbitraje había abonado los gastos generales del ejercicio contable en el que se produce la baja, en este caso el año 2009. Por tanto, no se trata de afirmar que el Consejo Rector no está estatutariamente legitimado para deducir el pago de los gastos generales en los supuestos de bajas injustificadas (evidentemente lo está, de forma expresa además); el problema es que, en el presente caso, la entidad cooperativa ha admitido que esas cantidades ya han sido oportunamente abonadas por el socio. Tal y como se ha indicado con anterioridad, en concreto en el Antecedente de Hecho Tercero del presente Laudo al mencionar la comparecencia de las partes celebrada el pasado día 3 de mayo, se reconoció de forma expresa que esos gastos generales fueron abonados en su día mediante la emisión de las correspondientes facturas, aportadas con la solicitud de arbitraje como documentos números 10 y 11 e identificadas con las referencias XXX y XXX, respectivamente. En consecuencia, si esos gastos ya han sido satisfechos, no sería justa su inclusión como cantidad deducible en la liquidación practicada por el Consejo Rector. 

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Debe estimarse la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX contra la entidad cooperativa “XXXXX”,  dejar sin efecto  el acuerdo del Consejo Rector de fecha 14 de julio de 2011 -ratificado por la Asamblea General de 11 de septiembre de 2011- exclusivamente en los términos de la cuestión litigiosa planteada y se declara expresamente que:

1.- No procede aplicar sobre la cantidad a reembolsar al solicitante de arbitraje una deducción de 4290,95 € en concepto de indemnización por incumplimiento del plazo de preaviso. Atendiendo a las circunstancias que concurren en el presente caso, la referida cantidad se corresponde con el pago de los gastos generales que, tal y como ha reconocido la propia entidad cooperativa, se encuentran ya debidamente saldados.
2.- Se deberá practicar una nueva liquidación de conformidad con lo indicado en el párrafo precedente, teniendo en cuenta que:

a) El calendario de reembolso será el fijado por el Consejo Rector de la entidad cooperativa en su resolución de fecha 14 de julio de 2011, sobre la liquidación de las aportaciones al capital social, que no ha sido objeto de impugnación. De tal forma, el reembolso se producirá en 5 años a partir del 10 de junio de 2010, debiéndose haber hecho efectivo el primer pago con fecha 11 de junio de 2011 y el último el 11 de junio de 2015.

b) Tal y como asimismo indica el Consejo Rector, las cantidades darán derecho a percibir el interés legal del dinero, que deberá abonarse anualmente junto con la quinta parte de la cantidad a reembolsar. En relación con lo anterior, y respecto del primer plazo de reembolso, es necesario señalar que:
- Deberán tenerse en cuenta en primer lugar los intereses generados desde el 10 de junio de 2010 al 11 de junio de 2011 por la cantidad correspondiente al primer pago del reembolso.

- Por otra parte, también deberán tenerse en cuenta los intereses devengados por la cantidad correspondiente a ese primer plazo desde el 11 de junio de 2011 hasta su efectivo pago, sin olvidar el importe y la fecha de pago de la cantidad en concepto de reembolso ya abonada con fecha 23 de septiembre de 2011.

c) Para el resto de anualidades se tendrá en cuenta lo indicado en el primer párrafo de la letra “b)” de este segundo punto en relación con el interés legal del dinero.
3.- Tal y como establece el artículo 30 del Decreto 72/2006, el presente Laudo puede ser objeto de corrección, aclaración o complemento si alguna de las partes lo estima oportuno.

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 
En Toledo, a 1 de junio de 2012
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
